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Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco 
vs. México
 

El 28 de noviembre de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante “la Corte Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”) emitió una 
Sentencia, mediante la cual declaró responsable internacionalmente a los Estados 
Unidos Mexicanos (en adelante “el Estado” o “el Estado Mexicano” o “México”) 
por la violación de los derechos a (i) la integridad personal, a la vida privada, 
y a no ser sometido a tortura, consagrados en los artículos 5.1, 5.2 y 11 de la 
Convención, en relación con las obligaciones de respetar y garantizar dichos 
derechos sin discriminación, consagradas en los artículos 1.1 y 2 del mismo 
tratado, así como en los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana contra 
la Tortura y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará; (ii) el derecho a la 
libertad personal, consagrado en el artículo 7, numerales 1, 2, 3 y 4, y el derecho 
a la defensa, consagrado en el artículo 8.2, literales b, d y e, de la Convención 
Americana; (iii) los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, 
reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación 
con las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la misma, los 
artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, y el artículo 
7.b de la Convención de Belem do Pará; todo ello en perjuicio de Yolanda Muñoz 
Diosdada, Norma Aidé Jiménez Osorio, María Patricia Romero Hernández, 
Mariana Selvas Gómez, Georgina Edith Rosales Gutiérrez, Ana María Velasco 
Rodríguez, Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, Bárbara Italia Méndez Moreno, 
María Cristina Sánchez Hernández, Angélica Patricia Torres Linares y Claudia 
Hernández Martínez. Asimismo, la Corte encontró al Estado responsable por la 
violación del derecho de reunión, consagrado en el artículo 15 de la Convención, 
en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de Norma Aidé 
Jiménez Osorio, Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, Bárbara Italia Méndez 
Moreno, Angélica Patricia Torres Linares, Claudia Hernández Martínez, Mariana 
Selvas Gómez y Georgina Edith Rosales Gutiérrez. Finalmente, la Corte declaró 
al Estado responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
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reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de las once mujeres 
víctimas de tortura sexual, enlistados en la sentencia.

I. Reconocimiento parcial de responsabilidad estatal 
El Estado realizó un reconocimiento parcial de responsabilidad que comprendió 
los hechos individuales respecto de las once mujeres presuntas víctimas de este 
caso, sus familiares, así como sobre los procesos penales relacionados con los 
hechos denunciados en el caso. Asimismo, México reconoció su responsabilidad 
internacional por las violaciones de los derechos de las once mujeres a: (i) la 
libertad personal y garantías judiciales (artículos 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 8.2 b), 8.2 d) 
y 8.2 e) de la Convención), por la privación de la libertad, la falta de notificación 
de las razones de la detención y la ausencia de una defensa adecuada; (ii) la 
integridad personal, la vida privada, el principio de igualdad y las prohibiciones 
de discriminación y de tortura (artículos 5.1, 5.2, 11, 24 y 1.1 de la Convención 
y 1 y 6 de la Convención Interamericana contra la Tortura y 7 de la Convención 
de Belém do Pará), por la violencia física, psicológica y sexual, incluyendo 
actos de tortura, sufridos por las once mujeres víctimas de este caso, así como la 
falta de atención médica adecuada y la afectación a su salud; (iii) las garantías 
judiciales y protección judicial e igualdad ante la ley, (artículos 8, 24 y 25 de 
la Convención) y el deber de investigar actos de tortura y de violencia contra 
la mujer (artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura 
y 7 de la Convención de Belém do Pará), debido a la falta de investigación ex 
officio inicial de los hechos y por la indebida tipificación de los delitos realizada 
inicialmente, y (iv) la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno 
(artículo 2 de la Convención, 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la 
Tortura y 7 c), 7 e) y 7 h) de la Convención de Belém do Pará), por la falta de un 
marco normativo interno en materia de uso de la fuerza y tortura al momento de 
los hechos. Al igual que la violación de la integridad personal (artículo 5.1 de la 
Convención) de los familiares de las once mujeres.
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II. Excepción Preliminar
El Estado presentó una excepción preliminar alegando que la Comisión había 
incurrido en un error grave que vulneró su derecho de defensa, en la medida 
en que durante el trámite del caso ante dicho órgano no se respetó la garantía 
de equidad procesal de las partes, el principio de seguridad jurídica, ni el 
principio de complementariedad. Dicha excepción fue desestimada por la Corte 
Interamericana. 

III. Reparaciones
La Corte estableció que su sentencia constituye per se una forma de reparación. 
Asimismo, ordenó a México: (i) continuar e iniciar las investigaciones amplias, 
sistemáticas y minuciosas que sean necesarias para determinar, juzgar, y, en su 
caso, sancionar a todos los responsables de la violencia y tortura sexual sufrida por 
las once mujeres víctimas de este caso; (ii) brindar de forma gratuita e inmediata, 
el tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico a las víctimas del presente 
caso; (iii) realizar en un plazo de seis meses a partir de la notificación de la 
presente Sentencia, las publicaciones ordenadas; (iv) realizar un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad internacional y disculpas públicas; (v) crear 
un plan de capacitación de oficiales de la Policía Federal y del estado de México, 
y establecer un mecanismo de monitoreo y fiscalización para medir y evaluar 
la efectividad de las políticas e instituciones existentes en materia de rendición 
de cuentas y monitoreo del uso de la fuerza de la Policía Federal y la policía del 
estado de México; (vi) otorgar una beca en una institución pública mexicana de 
educación superior a favor de Angélica Patricia Torres Linares, Claudia Hernández 
Martínez y Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, para realizar estudios superiores 
técnicos o universitarios; (vii) elaborar un plan de fortalecimiento calendarizado 
del Mecanismo de Seguimiento de Casos de Tortura Sexual cometida contra 
Mujeres; (viii) pagarlas cantidades fijadas por concepto de indemnizaciones por 
daños materiales e inmateriales, y el reintegro de costas y gastos; (xi) reintegrar 
al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos la suma erogada durante la tramitación del caso.
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La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de la Sentencia, en ejercicio de 
sus atribuciones y en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una 
vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma.


